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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dos de junio de dos mil nueve
Acta número 0076 del 2 de junio de 2009
Dentro del término previsto por el Decreto 2591 de 1991, se decide en primera instancia la acción de tutela interpuesta por el señor Miguel Alfredo Sarmiento Hernández contra el Ministerio de Defensa Nacional – Oscar Enrique Caldas Gacharna, Coordinador Grupo de Archivo General.
El proyecto presentado por el ponente, fue discutido y aprobado por los restantes Magistrados de la Sala.
Presenta el actor, los siguientes
HECHOS

1. Expresa el demandante que el día 24 de febrero de 2009, presentó un derecho de petición, ante el Ministerio de Defensa Nacional, Coronel Oscar Enrique Caldas Gacharna, Coordinador Grupo de Archivo General, con el fin de que le certificara el tiempo de servicio militar, como grumete de marina en la zona de reclutamiento de los municipios de Barranquilla y Cartagena.
2. Indica que el día 22 de abril de este año, volvió a insistir con la petición, sin obtener respuesta alguna. 
3. Dice que a la fecha han transcurrido más de tres meses, sin que la accionada se haya pronunciado sobre el derecho de petición.
DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violado el derecho fundamental de Petición.

PETICIONES

Que se ordene al Ministerio de Defensa Nacional, a través del Coronel Oscar Enrique Caldas Gacharna, Coordinador del Grupo de Archivo General, para que en un término prudente, que no exceda de diez días, satisfaga el derecho de petición, emitiendo la certificación solicitada en los términos pedidos. 
PRECEDENTES 
La presente acción de tutela le correspondió por reparto a este Despacho, folio 8, avocándose su conocimiento por auto de 21 de mayo de 2009, dándose a la accionada dos días para que se pronuncie sobre los hechos. 

La demandada no contesta la tutela, dentro del término conferido.

CONSIDERACIONES

Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional, que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública...”

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.
A su vez el artículo 9º del Código Contencioso Administrativo, indica que:

“Toda persona podrá presentar peticiones en interés particular”.

Respecto al mismo, ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T-12 del 25 de mayo de 1992, lo siguiente:
“Es un derecho cuya protección puede ser demandada, en casos de violación o amenaza por medio de la acción de tutela.

Donde es presupuesto indispensable para que la acción prospere,  la existencia de actos u omisiones de la autoridad, en cuya virtud se impide u obstruye el ejercicio del derecho o no se resuelve oportunamente sobre lo solicitado.

Pero no se entiende conculcado el derecho de petición, cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta sea negativa”.
El titular de la petición, tiene derecho a obtener dentro de los términos legales, la contestación pedida bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. 
La autoridad o particular obligado, tiene el deber de responder, salvo que la petición fuere irrespetuosa.

Este derecho, busca básicamente que se de respuesta a lo solicitado, sin que sea motivo del mismo, el sentido en que la entidad responda.
La Corte Constitucional se ha pronunciado muchas veces, sobre el sentido alcance y características de la respuesta, que debe darse al derecho de petición, así:
1. Debe ser oportuna.

2. Resolver de fondo, en forma clara precisa y congruente con lo solicitado.
3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. 
Pretende el actor, Miguel Alfredo Sarmiento Hernández, que se le tutele el derecho de petición, tendiente a lograr que el Ministerio de Defensa Nacional, se pronuncie de fondo sobre el derecho de petición, consistente en una certificación relacionada con el tiempo de servicio militar, en calidad de grumete de marina, en la zona de reclutamiento de los municipios de Barranquilla y Cartagena.
Los hechos a que alude la presente acción de tutela, están debidamente probados con los siguientes documentos que se acompañan a la misma. Son ellos:

1- Derecho de petición, obrante al folio 4, de fecha diez de febrero de 2009, dirigido al Coronel Enrique Caldas Gacharna, Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional.

2- Reiteración de la comunicación anterior de fecha 22 de abril de 2009, folio 5.

3- Certificaciones de correo, para probar el envío del derecho de petición al Ministerio de Defensa Nacional.

Con los documentos anteriores, queda probado que el Ministerio de Defensa Nacional, ha desconocido el derecho fundamental de petición al señor Miguel Alfredo Sarmiento Hernández, pues han pasado más de tres meses y el actor no ha recibido respuesta de parte del accionado.

Siendo del caso, amparar el derecho de petición, accediendo a lo pedido.
En virtud de todo lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,

FALLA

Primero: TUTELAR el derecho de petición del actor. 

Segundo: En consecuencia, se ORDENA al Ministerio de Defensa Nacional, a través del Coronel Oscar Enrique Caldas Gacharna, Coordinador Grupo Archivo General, que en un término improrrogable de diez (10) días hábiles, contados a partir de la notificación de esta sentencia, de contestación de fondo y en forma clara, precisa y congruente a la petición del señor Miguel Alfredo Sarmiento Hernández, en relación con el tiempo de servicio militar como grumete de marina, contingente 74, zona de reclutamiento de los municipios de Barranquilla y Cartagena. 

Tercero: PREVENIR al Coordinado del Grupo de Archivo General, del Ministerio de Defensa Nacional, que en el futuro se abstenga de incurrir en esta clase de acciones omisivas, debiendo dar respuesta a los derechos de petición que ante esa entidad se presenten en el término que ordena la ley

Cuarto: Si no fuere impugnada, envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Quinto: Notificar esta sentencia a las partes.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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